
Expte.  

EXCMO. SR. CONSEJERO DE ECONOMÍA,
HACIENDA Y EMPLEO

Plaza de los Sitios, 7
50001 ZARAGOZA

18 de abril de 2008

I.- Antecedentes

Primero.-  Con fecha  19  de  enero  de  2007  tuvo  entrada  en  nuestra

Institución  un  escrito  de  queja  que  quedó  registrado  con  el  número  de

referencia arriba expresado.

En  dicho escrito se hacía referencia a la existencia, en el organigrama

del  Departamento  de  Economía,  Hacienda  y  Empleo  de  la  Diputación

General  de  Aragón,  de  dos  órganos  de  apoyo,  asesoramiento  y  asistencia

directa al Consejero de Economía, Hacienda y Empleo, como son la Oficina

de Cooperación  al Desarrollo  y la Oficina  para la Inmigración, calificándose

los puestos de trabajo de los titulares de tales Oficinas, en las relaciones de

puestos  de  trabajo  correspondientes,  como  propios  de  personal  eventual.

Igualmente, se indicaba que el Decreto 108/2006, de 24 de enero, por el que

se modificó  parcialmente  el  Decreto 93/2005,  creó como órgano de  apoyo,

asesoramiento y asistencia al Consejero de Economía, Hacienda y Empleo,

bajo  su  directa  dependencia,  la  Oficina  Económica  de  Seguimiento  de  la

Exposición  Internacional  Zaragoza  2008,  estableciéndose  al  frente  de  la

misma un Director con la condición de personal eventual.

Entendía el ciudadano que presentó  la queja que la configuración  de
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tales  oficinas  podía  suponer  una  vulneración  del  ordenamiento  jurídico;  en

concreto  de  lo previsto  en  el  artículo 20  de  Ley  de  la Administración  de  la

Comunidad  Autónoma de  Aragón,  cuyo  Texto  Refundido  fue  aprobado  por

Decreto  Legislativo  2/2001,  de  3  de  julio,  así  como  de  la  Disposición

Adicional  segunda  del  Decreto  137/2003,  de  22  de  julio,  por  el  que  se

establece la estructura orgánica básica de la Administración de la Comunidad

Autónoma de Aragón.

Segundo.-  Examinado  el  escrito  de  queja  se  resolvió  admitirlo  a

trámite  y dirigirse al Departamento  competente  de la Diputación general de

Aragón,  con  la  finalidad  de  recabar  la  información  precisa  sobre  las

cuestiones planteadas en el mismo.

Tercero.-  En su momento se recibió contestación de la Administración

en la que, literalmente, se indicaba lo siguiente:

“En relación con  el informe solicitado  por  el  Justicia de  Aragón,

correspondiente al Expediente 01-104/2007-4, relativo a la creación de

órganos  administrativos  de  asistencia  directa  al  Consejero  de

Economía,  Hacienda  y  Empleo (Oficina  de  Cooperación  al Desarrollo,

Oficina para la Inmigración  y Oficina Económica de Seguimiento de la

Exposición Internacional Zaragoza 2008), se informa lo siguiente:La Ley

de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, cuyo Texto

Refundido  fue aprobado  por Decreto Legislativo  2/2001,  de 3 de julio,

del  Gobierno  de  Aragón,  establece  en  su  artículo  20.1  que  el

"Presidente y los Consejeros podrán disponer  de un Gabinete para su

asistencia  directa.  La  composición y  las funciones  de  estos gabinetes

se  determinarán  reglamentariamente".La  estructura  orgánica  del

Departamento  de  Economía,  Hacienda  y  Empleo  fue  aprobada  por

Decreto 93/2005, de 26 de abril, del Gobierno de Aragón (BOA de 16 de

mayo de 2005),  modificado por Decreto 18/2006,  de  24  de enero,  del

Gobierno  de  Aragón  (BOA  de  25  de  enero  de  2006).El  artículo  3
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apartados  3,  4  y  5  establece:"3.-  Como  órgano  de  apoyo,

asesoramiento  y  asistencia  inmediata  al  Consejero  de  Economía,

Hacienda y Empleo, y bajo su directa dependencia, existe un Gabinete

integrado  por  un  Jefe  de  Gabinete,  tres  Asesores  y  una  Secretaría

Particular, con el personal administrativo que se adscribe a los mismos.

4.- Como órganos de apoyo, asesoramiento y asistencia directa

al Consejero de Economía,  Hacienda y Empleo, bajo su dependencia,

se  integran  en  la  estructura  orgánica  del  Departamento  la  Oficina  de

Cooperación  al  Desarrollo  y  la  Oficina  para  la  Inmigración,  con  la

composición que se determine en la relación de puestos de trabajo. Los

titulares  de  las  mencionadas  Oficinas  formarán  parte  de  los  órganos

colegiados  creados  o  que  se  creen  en  sus  respectivos  ámbitos.5.-

Como  órgano  de  apoyo,  asesoramiento  y  asistencia  al  Consejero  de

Economía, Hacienda y Empleo, bajo su directa dependencia se integra

en la estructura orgánica  del Departamento  de Economía,  Hacienda y

Empleo  la  Oficina  Económica  de  Seguimiento  de  la  Exposición

Internacional  Zaragoza  2008,  con  la  composición  que  determine  la

relación de puestos de trabajo. Al frente de la Oficina existirá un Director

con la condición  de  personal  eventual".La  creación  de  las Oficinas  de

Cooperación  al  Desarrollo  y  para  la  Inmigración,  se  llevó  a  cabo

mediante  el  Decreto  337/2001,  de  18  de  diciembre,  del  Gobierno  de

Aragón por el que se modifica el Decreto 201/1999, de 2 de noviembre,

del Gobierno de Aragón por el que se aprueba la estructura orgánica del

Departamento de Sanidad, Consumo y Bienestar Social (BOA de 28 de

diciembre de 2001). Con posterioridad, el Decreto de 7 de julio de 2003,

de  la  Presidencia  del  Gobierno  de  Aragón,  por  el  que  se  modifica  la

organización en Departamentos de la Administración de la Comunidad

Autónoma  de  Aragón,  atribuye  al  Departamento  de  Economía,

Hacienda  y  Empleo  las  competencias  hasta  entonces  asignadas  al

Departamento de Salud,  Consumo y Servicios Sociales  en materia de

Inmigración.Por su parte, la creación  de los citados puestos se llevó a
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cabo mediante sendas modificaciones de las Relaciones de Puestos de

Trabajo.  Así,  por  Orden  de  28  de  diciembre  de  2001,  de  los

Departamentos  de  Presidencia  y  Relaciones  Institucionales  y  de

Economía,  Hacienda  y  Empleo,  por  la que  se modifica  la Relación de

Puestos  de  Trabajo  y  el  Anexo  Presupuestario  de  personal  de  los

Departamentos  de  Sanidad,  Consumo  y  Bienestar  Social  y  de

Educación  y Ciencia. (B.O.A.  nº 2, de 4 de enero de 2002) se crearon

los puestos N° RPT 17320 Y 17321 Jefe de la Oficina de Cooperación

para el Desarrollo y Jefe de la Oficina para la Inmigración, de personal

eventual,  con  funciones  de  asesoramiento,  apoyo  y  asistencia

inmediata al Consejero.Mediante Orden de 7 de noviembre de 2003 de

los de los Departamentos de Presidencia y Relaciones Institucionales y

de Economía, Hacienda y Empleo, (B.O.A. nº 153, de 24 de diciembre

de  2003),  dichos  puestos  fueron  adscritos  al  Departamento  de

Economía,  Hacienda  y  Empleo;  recogiéndose  en  la  actualidad  en  la

Orden de 17 de octubre de 2005 de los Departamentos de Presidencia

y Relaciones Institucionales y de Economía, Hacienda y Empleo, por la

que se aprueba la Relación de Puestos de Trabajo del Departamento de

Economía,  Hacienda  y  Empleo  (B.O.A.  nº  129,  de  31  de  octubre  de

2005),  con  la  misma  configuración  que  fueron  creados  y,

posteriormente,  adscritos  al  citado  Departamento.Por  otra  parte,  por

Orden de 26 de enero de 2006, de los Departamentos de Presidencia y

Relaciones Institucionales y de Economía, Hacienda y Empleo (BOA de

30 de enero de 2006) se creó el puesto N° RPT 19158. Director de la

Oficina  Económica  de  Seguimiento  de  la  Exposición  Internacional

Zaragoza  2008,  de  personal  eventual,  adscrito  al  Gabinete  del

Consejero.  Características:  Funciones  de  asesoramiento,  apoyo  y

asistencia  inmediata al  Consejero.Conforme  a  lo expuesto  la creación

de  dichos  órganos  en  la  estructura  del  Departamento  de  Economía,

Hacienda  y  Empleo y  la creación  de  los correspondientes  puestos  de

trabajo  en la Relación de Puestos del referido Departamento se ajusta

plenamente al marco normativo vigente. La Ley de la Administración, en

Página 4 de 17



el art. 20.1 trascrito habilita la creación de Gabinetes para la asistencia

directa  de  los  Consejeros,  siendo  el  elemento  fundamental  de  dichos

órganos  la  naturaleza  de  las  funciones  desempeñadas,  esto  es,

funciones  de  asistencia,  asesoramiento  y  apoyo  directo  al  Presidente

del  Gobierno  y  a  los  titulares  de  los  distintos  Departamentos.  Así,  el

Decreto  93/2005  configura  las  referidas  Oficinas  de  Cooperación  al

Desarrollo  y  la  Inmigración  y  Económica  de  Seguimiento  de  la

Exposición  Internacional  Zaragoza  2008,  como  órganos  de  apoyo,

asesoramiento  y  asistencia  del  Consejero  de  Economía,  Hacienda  y

Empleo. No puede compartirse el criterio expuesto en la queja remitida

que partiendo de una mera cuestión  terminológica como es el término

"Gabinetes", niega la posibilidad de creación de órganos con funciones

de  asesoramiento  y  apoyo  directo  al  Presidente  y  Consejeros  con

denominaciones específicas distintas, las cuales en muchas ocasiones

-como  es  este  el  caso-  vendrán  motivadas  por  una  necesidad  de

particularizar  al  ámbito  sectorial  de  dicho  apoyo  y  asesoramiento  en

función  de  las  características  del  mismo,  su  entidad  y  demás

circunstancias que puedan concurrir. Desde esta perspectiva no puede

decirse que el Decreto 93/2005 vulnere dicha normal legal por crear dos

órganos  de  asesoramiento  especial  en  dos  materias  plenamente

identificables y diferenciables como son la Cooperación e Inmigración y

la Exposición Zaragoza 2008.

En este marco se inserta, igualmente, la previsión contenida en el

Decreto 137/2003, de 22 de julio, del Gobierno de Aragón, por el que se

desarrolla  la  estructura  orgánica  básica  de  la  Administración  de  la

Comunidad  Autónoma  de  Aragón,  que  en  su  Disposición  Adicional

Segunda  establece  que  "la  asistencia  directa  a  los  Consejeros  se

llevará a cabo mediante un Gabinete y una Secretaría particular" y que

"cada  Gabinete  podrá  estar  integrado  por  un  Jefe  de  Gabinete  y  un

máximo  de  tres  asesores,  dentro  de  los  límites  establecidos  por  las

Página 5 de 17



consignaciones  presupuestarias".  Por  una  parte,  dicha  determinación

no  impide  que  una  norma  de  igual  o  superior  rango,  posterior,

introduzca  las  modificaciones  oportunas,  con  subordinación  a  lo

dispuesto en las previsiones legales y, por otro,  la especialidad de los

referidos órganos hace que, como ha quedado expuesto, por una parte,

se entienda justificada su creación con denominación diferencia a la de

Gabinete  y,  por  otro,  no  juegue  la  limitación  contenida  en  dicha  D.

Adicional  de tres  asesores,  la cual tiene su campo de aplicación en la

configuración de los órganos de asistencia generalista englobados en el

concepto  de  Gabinete  strictu  sensu.Por  su  parte,  el  art.  del  Decreto

Legislativo  1/1991,  de  19  de  febrero,  por  el  que  se  aprueba  el  Texto

Refundido  de  la  Ley  de  Ordenación  de  la  Función  Pública  de  la

Comunidad Autónoma de Aragón, establece que es personal  eventual

el que "en virtud de nombramiento y en régimen no permanente, ocupa

un  puesto  de  trabajo  considerado  de  confianza  o  asesoramiento

especial del Presidente de la Diputación General o de los Consejeros,

no  reservado  a  funcionarios,  y  que  figura  con  este  carácter  en  la

correspondiente  relación  de  puestos  de  trabajo  (...)  La  Diputación

General  determinará  el  número  de  puestos,  con  sus  características  y

retribuciones,  reservados  a  personal  eventual  siempre  dentro  de  los

créditos presupuestarios correspondientes".

Conforme  a  tal  precepto,  las  previsiones  contenidas  en  la

Relación  de  Puestos  de  Trabajo  del  Departamento  de  Economía,

Hacienda y Empleo,  adscribiendo dichos puestos a personal  eventual,

se ajusta a tales determinaciones.”

II.- Consideraciones jurídicas

Primera.-Debemos partir de la premisa de que el Justicia no pretende

inmiscuirse  en  ámbitos reservados a  la potestad  de  autoorganización de  la
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Diputación  General  de  Aragón;  que,  en  ejercicio  de  su  autonomía  y  sus

competencias,  adopta  la  estructura  que  entiende  más  oportuna  para  el

desarrollo  de  sus  fines.  Ni  cuestionamos  la necesidad  y  procedencia  de  la

creación de tales Oficinas para el desarrollo de las competencias propias de

la  Administración  autonómica.   No  obstante,  consideramos  que  dicha

potestad debe ser ejercida con arreglo a las disposiciones legales que rigen

su  actuación.  Desde  este  punto  de  vista  es  únicamente  desde   el  que

analizaremos la cuestión

  El Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Ley 7/2007,

de 12 de abril,  incluye en el artículo 12 una referencia  al personal  eventual

definiéndolo como aquél que “en virtud de nombramiento y con carácter  no

permanente,  sólo  realiza  funciones  expresamente  calificadas  como  de

confianza  o  asesoramiento  especial,  siendo  retribuido  con  cargo  a  los

créditos  presupuestarios  asignados  para  este  fin”.  Señala  el  artículo  a

continuación que “las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de

este Estatuto determinarán los órganos de gobierno de las Administraciones

Públicas que podrán disponer de este tipo de personal. El número máximo se

establecerá  por  los  respectivos  órganos  de  gobierno.  Este  número  y  las

condiciones  retributivas  serán  públicas”.  Respecto  al  régimen  de

nombramiento y cese de dicho personal, señala la norma que ambos serán

libres, provocándose el segundo, en cualquier caso, cuando se produzca el

de la autoridad a la que se preste la función de confianza o asesoramiento.

La  Ley  de  Ordenación  de  la  Función  Pública  de  la  Comunidad

Autónoma  de  Aragón,  cuyo  Texto  Refundido  fue  aprobado  por  Decreto

Legislativo 1/1991,  de  19  de  febrero,  indica  en  su artículo 4  que  la función

pública  de  la  Administración  de  la  Comunidad  Autónoma  de  Aragón  está

integrada por los funcionarios y por el personal eventual, interino y laboral a

su servicio. El artículo 6 señala que es personal eventual el que, en virtud de

nombramiento  y  en  régimen  no  permanente,  ocupa  un  puesto  de  trabajo

considerado de confianza o de asesoramiento especial del Presidente de la
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Diputación General o de los Consejeros, no reservado a funcionarios, y que

figura con este carácter en la correspondiente relación de puestos de trabajo.

El apartado 3 del mismo artículo indica que la Diputación general determinará

el número  de puestos,  con sus características y retribuciones, reservados a

personal  eventual  siempre  dentro  de  los  créditos  presupuestarios

correspondientes.

Por otro lado, la Ley de Administración de la Comunidad Autónoma de

Aragón, cuyo Texto Refundido fue aprobado por Decreto Legislativo 2/2001,

de 3 de julio, se refiere en su artículo 20,  a los órganos de asistencia directa

del Presidente y los Consejeros estableciendo que éstos “podrán disponer de

un Gabinete  para  su  asistencia  directa.  La  composición  y  las funciones  de

estos  gabinetes  se  determinarán  reglamentariamente.  Asimismo,  bajo  la

dependencia directa del Presidente, podrá existir un Gabinete de relación con

los medios de comunicación. Cada uno de los miembros del Gobierno podrá

disponer  también  de  una  Secretaría  particular.  Los  miembros  de  los

gabinetes y de la Secretaría particular tendrán la consideración de cargos de

confianza  y  de  asesoramiento  especial,  de  naturaleza  eventual,  y  su

nombramiento  y  cese serán decididos  libremente  por  la autoridad  de  quien

dependan,  dentro  de  los  límites  establecidos  por  las  consignaciones

presupuestarias”. El mismo artículo establece expresamente en su apartado

sexto que “no podrá existir otro personal eventual que el que se define en los

dos  primeros  apartados  de  este  artículo”.  Así,   la  ley,  al  regular  la

organización central de la Administración autonómica,  limita la existencia de

personal eventual a los Gabinetes de asistencia directa al Presidente y a los

Consejeros y a sus Secretarías particulares.

Segundo.-   El  Decreto  93/2005,  de  26  de  abril,  del  Gobierno  de

Aragón,  por  el que  se  aprueba  la estructura orgánica del Departamento  de

Economía, Hacienda y Empleo,  establecía en su artículo 3 dos órganos de

apoyo,  asesoramiento  y  asistencia  directa  al  Consejero  de  Economía,
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Hacienda y Empleo: la Oficina de Cooperación al Desarrollo y la Oficina para

la Inmigración. Los titulares de sendas oficinas se configuraban en la relación

de  puestos  de  trabajo  como  personal  eventual.  Posteriormente,  el  Decreto

18/2006, de 24 de enero, por el que se modifica el Decreto 93/2005, creó la

Oficina  Económica  de Seguimiento de la exposición Internacional Zaragoza

2008,  a  cuyo  frente  se  situaba  un  Director  con  la  condición  de  personal

eventual.

A su vez, el Decreto 112/2007, de 10 de julio, del Gobierno de Aragón,

por el que se desarrolla la estructura orgánica básica de la Administración de

la  Comunidad Autónoma de Aragón  establece,  en  su Disposición  Adicional

tercera, lo siguiente: “la asistencia directa a los Consejeros se llevará a cabo

mediante un Gabinete y una Secretaría particular. Cada Gabinete podrá estar

integrado por un Jefe de Gabinete y un máximo de tres asesores, dentro de

los límites establecidos por las consignaciones presupuestarias. Sin perjuicio

de  lo  anterior,  en  el  Departamento  de  Presidencia  existirá  el  número  de

asesores  que  se  determine  en  la  relación  de  puestos  de  trabajo  para  el

desempeño  de  las  competencias  en  materia  de  comunicación,  de

organización  de  la  actividad  institucional  y  de  apoyo  y  seguimiento  de  la

representación exterior del Gobierno de Aragón”.

El  apartado  primero  de  la  disposición  adicional  transcrita  parece

responder  a  la  habilitación  de  desarrollo  reglamentario  contenida  en  el

artículo  20  de  la Ley  de  Administración,  previamente citado. Así,  establece

cuál es la estructura y composición del Gabinete de Asistencia directa de los

Consejeros,  adecuándose  al  marco  legal  establecido.  No  obstante,  en  su

apartado segundo hace referencia a un número indeterminado de asesores,

entendemos  que  configurados  igualmente  como  personal  eventual,  que  a

nuestro juicio, no se adecua al límite legal fijado por el artículo señalado.

Tercero.-   Procede  entrar  en  diversas  consideraciones  a  la  hora  de
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analizar  la cuestión planteada  por el ciudadano que presentó  su queja ante

esta institución.

En  primer  lugar,  y  desde  el  punto  de  vista  de  la  legalidad,  si  se  ha

respetado o no el respeto  al principio  de jerarquía normativa.  El artículo 61

del Estatuto de Autonomía de Aragón dispone que “la Comunidad Autónoma

de Aragón crea y organiza su Administración propia conforme a la ley”. Para

ello,  el  artículo  71  atribuye  a  la  Comunidad  Autónoma   la  competencia

exclusiva  en  materia  de  “creación,  organización,  régimen  y  funcionamiento

de sus instituciones de autogobierno”.

La organización de la Administración de la Comunidad Autónoma debe

ser,  tal  y  como  indica  el  estatuto,  conforme  a  la  ley.  En  este  sentido,  el

profesor  Antonio   Embid  Irujó  ya  señaló,  en  referencia  a  la  potestad

organizatoria de la Comunidad Autónoma, que, pese a la parquedad con que

la  Constitución  Española  se  refiere  a  las  Administraciones  autonómicas,

determinados  preceptos  concebidos  para  la  Administración  Pública  en

general deben ser aplicables a éstas. Así, se refiere, entre otros, al principio

de jerarquía normativa, consagrado en el artículo 9.3; principio que implica la

sumisión de las normas reglamentarias a las leyes.

La  Ley  del  Presidente  y  del  Gobierno  de  Aragón,  cuyo  Texto

Refundido  fue  aprobado  por  Decreto  Legislativo  1/2001,  de  3  de  julio,  se

refiere  al  principio  de  jerarquía  que  rige  la  potestad  reglamentaria  del

Gobierno  de  la  Comunidad  Autónoma  indicando,  en  su  artículo  30,  lo

siguiente:

“1.  Las  disposiciones  de  carácter  general  se  ordenarán

jerárquicamente  según  el  respectivo  orden  de  los  órganos  de  los  que

emanen.
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2.  Las  disposiciones  de  carácter  general  no  podrán  contener

preceptos opuestos a la Constitución, al Estatuto de Autonomía, a las leyes y

a aquellas otras disposiciones de carácter general de superior rango.

Tampoco  podrán  regular  materias  reservadas  a  otras  normas  de

superior jerarquía.

3. Serán nulas de pleno derecho las disposiciones de carácter general

que infrinjan lo establecido en los anteriores apartados”.

Según lo indicado, la Diputación General, al aprobar tanto los Decretos

93/2005 y 18/2006, que modificaba el anterior, como el 112/2007,  a los que

nos  hemos  referido  reiteradamente,  debe  atenerse  a  lo  dispuesto  por  las

leyes, tal  y  como exige el principio  de  jerarquía normativa.  En  este caso, y

como hemos señalado,  el artículo 20 de la Ley de Administración establece

taxativamente  que  únicamente  cabe  el  nombramiento  como  personal

eventual de los miembros de los gabinetes de los Consejeros y el Presidente

y de los de las Secretarías particulares de los miembros del Gobierno, límite

que debe ser respetado por las disposiciones reglamentarias que desarrollan

la  estructura  administrativa  de  la  Diputación  general  de  Aragón.

Posteriormente,  el  Decreto  112/2007  fija  en  tres  el  número  máximo  de

asesores que integran el gabinete de cada Consejero.

 En  este  sentido,  señalaba  el  profesor  Eloy  Colom  Piazuelo,  en

referencia  al  personal  eventual,  que  el  artículo  6.1  del  Decreto  Legislativo

1/1991, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ordenación de

la  Función  Pública  de  la  Comunidad  Autónoma  de  Aragón,  debe

complementarse  con “las  previsiones contenidas  en  el artículo  19  de  la ley

11/1996, de 30 de diciembre, de Administración de la Comunidad Autónoma

de Aragón. Así, en su apartado sexto dice que no podrá existir otro personal

eventual que el que se define en los dos primeros números del citado artículo.

Página 11 de 17



En ellos se dice que el Presidente  y los Consejeros podrán disponer  de un

gabinete  para  su  asistencia,  cuya  composición  y  funciones  se  determinará

reglamentariamente;  además,  bajo  la  dependencia  directa  del  Presidente,

podrá  existir  un  Gabinete  de  relación  con  los  medios  de  comunicación,  y

cada  uno  de  los  miembros  del  Gobierno  podrá  disponer  también  de  una

secretaria  particular.  Los  miembros  de  los  Gabinetes  y  de  la  Secretaría

particular  tendrán  la  consideración  de  cargos  de  confianza  y  de

asesoramiento  especial,  de  naturaleza  eventual”.  Pese  a  que  dicha  norma

fue derogada por el actual Texto Refundido, aprobado por decreto Legislativo

2/2001, de 3 de julio, el nuevo texto reproduce literalmente en su artículo 20

la redacción del artículo al que se refiere el autor, por lo que entendemos que

la interpretación doctrinal,  en  el sentido  de  que  la regulación  y  creación  de

puestos de personal eventual debe tener presente el límite establecido en la

Ley de Administración, sigue vigente.

Tal y como hemos indicado, el artículo 20 de la Ley de Administración

parece  claro  al  delimitar  los  puestos  que  pueden  ser  desempeñados  por

personal eventual: los correspondientes a los Gabinetes de Asistencia directa

al Presidente y a los Consejeros, al Gabinete de relación con los medios de

comunicación  de  aquél,  y  a  las Secretarías  particulares.  La  regulación,  vía

decreto  ejecutivo,  de  otras  plazas  reservadas  a  personal  eventual  podría

implicar una extralimitación reglamentaria no adecuada a derecho.  Con ello

no queremos significar la inoportunidad de tales órganos, sino la necesidad

de que, si se entiende necesaria su creación para el eficaz funcionamiento de

la Administración, la misma se ajuste a la normativa aplicable.

Al  respecto,  indica  la  Administración  en  su  escrito  de  respuesta  a

nuestra  solicitud  de  información  que  “la  creación  de  dichos  órganos

(refiriéndose  a  las  Oficinas  anteriormente  citadas) en  la  estructura  del

Departamento  de  Economía,  Hacienda  y  Empleo  y  la  creación  de  los

correspondientes  puestos de trabajo en la Relación de Puestos del referido

Departamento se ajusta  plenamente  al marco normativo vigente”; dado que
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se han creado por sus respectivas normas reglamentarias y la configuración

de los puestos eventuales que las presiden se han configurado a través de la

oportuna modificación de las relaciones de puestos de trabajo.

En  efecto,  la  relación  de  Puestos  de  Trabajo  del  Departamento  de

Economía,  Hacienda  y  Empleo,  aprobada  por  Orden  de  17  de  octubre  de

2005, de los Departamentos de Presidencia y Relaciones Institucionales y de

Economía, Hacienda y Empleo, incluye los puestos de Jefe  de la oficina  de

Cooperación  al  Desarrollo,  con  número  de  RPT  17320,  y  de  Jefe  de  la

Oficina para la Inmigración, con número de RPT 17321. Posteriormente, por

Orden  de  26  de  enero  de  2006,  de  los  departamentos  de  Presidencia  y

Relaciones  Institucionales  y  de  Economía,  Hacienda  y  Empleo,  se  creó  el

puesto de Director de la Oficina Económica de Seguimiento de la Exposición

Internacional  Zaragoza  2008,  con  número  de  RPT  19158.  Como

características  de  las  plazas,  se  le  atribuye  el  desarrollo  de  funciones  de

asesoramiento,  apoyo  y  asistencia  inmediata  al  Consejero;  es  decir,

aparecen configuradas como reservadas a personal  eventual. Al margen, la

Relación  de  Puestos  de  Trabajo  incluye  en  el  Gabinete  del  Consejero  tres

plazas  de  asesor,  configuradas  igualmente  como  reservadas  a  personal

eventual,  con  número  de  RPT respectivamente  1054,  15889  y  15890.  Así,

encontramos en la RPT del Departamento de Economía, Hacienda y Empleo

tres plazas reservadas a personal eventual, al margen de los tres puestos de

asesor  que integran el Gabinete y a los que se reserva la configuración  de

personal  eventual,  tal  y  como prevé  la normativa  aplicable  en  los  términos

descritos.

En  este  punto,  lamentamos  discrepar  con  el  parecer  de  la

Administración.  Entendemos,  como  hemos  remarcado,  que  la  Ley  de

Administración, la norma de mas alto rango que regula la materia, es clara al

limitar  los  puestos  que  pueden  ser  reservados  a  personal  con  carácter

eventual,  por  lo  que  las  normas  reglamentarias  que  se  dicten  deben  ser
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respetuosas con dichos límites.  Desde el punto de vista de la legalidad,   la

configuración  de  los puestos analizados  como correspondientes  a  personal

eventual podría implicar una vulneración de la ley que los Decretos 93/2005,

18/2006 y 112/2007 pretenden desarrollar.

Cuarto.-   En  segundo  lugar,  y  entrando  al  análisis  de  la  situación

expuesta desde el punto de vista de la idoneidad de la configuración de los

puestos  analizados  como  propios  de  personal  eventual,  procede  indicar  lo

siguiente.  

El  personal  eventual  al  servicio  de  las Administraciones  Públicas  se

define,  tradicionalmente,  como  aquel  que  desempeña  funciones  de  trabajo

expresamente  clasificadas  de  “confianza  o  asesoramiento  legal”.  Señala

Jiménez Asensio al respecto que se trata de asesores de estricta confianza

del  cargo  político,  que  se  constituyen  en  una  suerte  de  prolongación  del

mismo; de ello se derivan importantes efectos en su régimen jurídico, como el

cese  automático  al  producirse  el  de  la  autoridad  que  procedió  a  su

nombramiento.

El  Tribunal  Supremo  ha  analizado  la  naturaleza  de  la  figura,  y  la

idoneidad  de  su  utilización  para  el  desarrollo  de  determinados  cometidos.

Así,  en  la  Sentencia  5919/2004,  de  2  de  septiembre  de  2004,  el  Tribunal

enjuició la configuración de una plaza de dirección de una sección del centro

histórico del Ayuntamiento  de  Burgos  como reservada a personal  eventual,

indicando lo siguiente:

“La Constitución viene  a  establecer  un  verdadero  estatuto  ineludible

en todos los empleados públicos que prestan servicios profesionales para el

Estado, cualquiera que sea la naturaleza de su vínculo, claramente deducible

de lo establecido en sus artículos 103 (apartados 1 y 3) y 23.2.

Las notas principales de este estatuto constitucional son el acceso de
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acuerdo con los principios de igualdad, mérito y capacidad y la garantía para

la  imparcialidad  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  que  están  directamente

conectadas con los postulados de objetividad y eficacia proclamados para la

actuación de la Administración pública.

La  segunda  puntualización  es  que  el  contenido  y  significación  de  la

expresión  «confianza  y  asesoramiento  especial»,  que  legalmente  se  utiliza

para definir y caracterizar al personal eventual, debe determinarse poniendo

en  relación  aquella  expresión  con  el  régimen  de  nombramiento  y  cese

legalmente previsto para el personal eventual.

Ese  nombramiento  y  cese  es  libre  y  corresponde  a  los  superiores

órganos políticos (Ministros, Secretarios de Estado, Consejeros de Gobierno

de  las  Comunidades  Autónomas  y  Presidentes  de  las  Corporaciones

Locales)  y,  por  lo  que  en  concreto  hace  al  cese,  está  establecido  que  se

producirá  automáticamente  cuando  cese  la autoridad  a  la que  se  preste  la

función de confianza o asesoramiento.  Todo lo cual pone de manifiesto que

se trata de tareas de colaboración inmediata con quienes ostentan el poder

de superior decisión política, en las que predominan las notas de afinidad y

proximidad política que es inherente a la «confianza».

Pues  bien,  la  ponderación  conjunta  de  esas  dos  puntualizaciones

impone  concluir  que  los  puestos  reservados  a  personal  eventual  son

excepcionales  y  su  validez  está  condicionada  a  que  sus  cometidos  se

circunscriban a esas funciones de «confianza y asesoramiento especial» que

legalmente delimitan esta específica clase de personal público.

Y  la  consecuencia  paralela  que  también  se  extrae  es  que  deben

quedar  vedadas  a  ese  personal  eventual  las  actuaciones  de  colaboración

profesional que se proyecten en las funciones normales de la Administración

pública,  bien en las externas  de prestación y policía frente a la ciudadanía,
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bien en las internas de pura organización administrativa. Estas actuaciones

profesionales,  por  la  directa  conexión  que  tienen  con  los  principios

constitucionales de objetividad y eficacia administrativa, deben ser asignadas

al  personal  público  seleccionado  bajo  los  principios  de  igualdad,  mérito  y

capacidad.

Las funciones  del puesto litigioso que la sentencia  recurrida describe

rebasan  el  límite  legal  de  «asesoramiento  y  confianza  especial»,  ya  que

expresan  cometidos  profesionales  de  colaboración  en  típicas  actividades

administrativas.”

En similares términos, el Tribunal Supremo se pronuncia en sentencia

3420/2005,  de  17  de  marzo,  al  señalar  que  “deben  quedar  vedadas  a  ese

personal  eventual  las  actuaciones  de  colaboración  profesional  que  se

proyecten en las funciones normales de la Administración pública, bien en las

externas de prestación y policía frente a la ciudadanía, bien en las internas de

pura  organización  administrativa.  Esta  actuaciones  profesionales,  por  la

directa conexión que tienen con los principios constitucionales de objetividad

y  eficacia  administrativa,  deben  ser  asignadas  al  personal  público

seleccionado  bajo  los  principios  de  igualdad,  mérito  y  capacidad”.   En  la

misma línea se reitera el Tribunal Supremo en Sentencia 1049/2004, de 9 de

febrero.

No tenemos  constancia  de  cuáles son  las funciones  atribuidas  a  los

titulares  de  las  Oficinas  de  Cooperación  al  Desarrollo,  Oficina  para  la

Inmigración  y  la  Oficina  Económica  de  Seguimiento  de  la  Exposición

Internacional  Zaragoza  2008;  ni  de  si  se  trata  de  tareas  exclusivas  de

asesoramiento  y confianza,  en  el sentido  asumido  por  el alto  Tribunal,  o si

entre ellas también tienen funciones de carácter administrativo.

De  igual  modo,   queremos  significar  que  no  cuestionamos  la

necesidad  y  procedencia  de  la  creación  de  tales  instrumentos  para  el
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desarrollo de las competencias propias de la Administración Autonómica. No

obstante,  entendemos  que  la  Administración  debe  tener  en  cuenta  la

interpretación restrictiva de la figura acordada por la jurisprudencia y valorar

si, en función de los cometidos atribuidos a los referidos puestos de trabajo,

procede su configuración como reservados a personal eventual o bien puede

acudirse  a  otras  figuras  previstas  por  la  normativa  aplicable  en  materia  de

función pública.

III.- Resolución

Por todo lo anteriormente expuesto,  y en virtud de las facultades que

me confiere la Ley 4/1985, de 27 de junio, Reguladora del Justicia de Aragón,

me permito formularle la siguiente

SUGERENCIA

La Diputación  General  de  Aragón  debe  limitar  la creación  de  plazas

reservadas  a  personal  eventual  a  los  supuestos  que  permite  la  Ley  de

Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón.
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